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Resumen: Este artículo propone un modelo de gestión privada en busca del in-
cremento de la eficiencia y sostenibilidad en la prestación del servicio eléctrico 
nacional, partiendo de un análisis comparativo jurídico-constitucional del Estado 
venezolano y sus mecanismos de gestión de los servicios públicos desde la pro-
mulgación de la Constitución de 1999. Posteriormente, se examinan las distintas 
formas de asociación privada, en aras de determinar un modelo de gestión adecua-
do para el contexto venezolano. Finalmente, se valoran las ventajas jurídicas que 
ofrece la adopción de un modelo consorcial considerando el panorama jurídico, 
político y económico actual venezolano.
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Towards the privatization of Venezuela’s electricity sector: 
The consortium as a bridge between the public and the private

Abstract: This article proposes a private management model aimed at increasing 
efficiency and sustainability in the provision of national electricity services, 
based on a comparative legal and constitutional analysis of the Venezuelan 
State and its public service management mechanisms since the enactment of the 
1999 Constitution. It then examines the different forms of private association 
in order to determine a management model of appropriate for the Venezuelan 
context. Finally, it assesses the legal advantages of adopting a consortium model, 
considering the current legal, politic and economic landscape in Venezuela.
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INTRODUCCIÓN

La discusión académica sobre los ideales sociopolíticos constituye una constante 
histórica que ha atravesado tanto debates filosóficos como posicionamientos indivi-
duales, expresados incluso en herramientas contemporáneas como el célebre test de la 
brújula política. A lo largo del tiempo, se han configurado múltiples posturas respecto a 
los modelos de organización y planificación gubernamental, todas ellas objeto de aná-
lisis y controversia en los ámbitos jurídico, económico, político y social. Dentro de este 
amplio espectro ideológico, uno de los ejes más persistentes ha sido el debate entre lo 
público y lo privado, el cual ha ocupado un lugar central en las discusiones doctrinales 
de los últimos siglos.

La creciente tensión en torno a la discusión sobre los modelos de planificación 
gubernamental no puede considerarse fortuita. Si bien se trata de un debate histórico, su 
foco no está completamente desactualizado, puesto que, incluso en el contexto contem-
poráneo, diversos grupos sociales continúan siendo afectados por la implementación 
arbitraria de esquemas estatales centralizados. Bajo el pretexto de perseguir supuestos 
intereses colectivos, se han suprimido libertades individuales fundamentales, obstacu-
lizando el desarrollo de la creatividad, la iniciativa privada y el libre albedrío.

*	 Abogada de la Universidad Metropolitana (VE) (2025).
**	 Abogado de la Universidad Metropolitana (VE) (2025).
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Autores como José Ignacio Hernández, aseguran que esta arbitrariedad y coac-
ción, derivada de las políticas de transición al socialismo, se manifiestan en el uso 
expansivo del poder estatal para intervenir de manera invasiva y no cooperativa, en la 
dinámica económica, alterando el equilibrio natural de los mecanismos del mercado1. 
La imposición de controles como precios mínimos, máximos, aranceles, impuestos, 
entre otros, han afectado la rentabilidad, sostenibilidad y producción eficiente de bienes 
y servicios, generando distorsiones estructurales.

De esta manera, Venezuela no ha sido ajena a esta problemática. Durante las 
últimas décadas, el país ha sufrido las consecuencias de una planificación centralizada 
persistente, sustentada en un modelo estatal que, amparado constitucionalmente, ha 
asumido un rol marcadamente intervencionista. Esta orientación ha propiciado la 
consolidación de monopolios artificiales en sectores estratégicos, particularmente 
en el ámbito eléctrico. Dicho modelo, lejos de garantizar estabilidad y eficiencia, ha 
resultado insostenible, generando un deterioro progresivo que culminó en el colapso 
del sistema eléctrico nacional.

Como ciudadanos venezolanos, las experiencias vividas en torno a las fallas del 
sistema eléctrico nacional, particularmente el inolvidable apagón de marzo de 2019, 
compuesto por tres cortes de energía con una duración de hasta tres días, producto de 
un incendio forestal ocasionado por la falta de mantenimiento2, constituyen un punto 
de inflexión que invita a reflexionar sobre las causas estructurales del detrimento sos-
tenido del sector. Más allá de su impacto y sus implicaciones inmediatas, estos eventos 
reinician el histórico debate sobre los modelos de planificación gubernamental y su 
incidencia en la prestación de servicios públicos.

En este contexto, el presente trabajo de investigación se propone examinar la 
gestión pública del sector eléctrico venezolano, caracterizada por múltiples deficien-
cias que no obedecen únicamente a las condiciones institucionales del país, sino, sobre 
todo, a la ausencia de incentivos adecuados para garantizar una prestación eficiente del 
servicio. Si bien esta correlación entre gestión pública y falta de incentivos suele cons-
tituir la regla general, también reconocemos que existen excepciones que demuestran 

1	 José Ignacio Hernández. “El Derecho de Acceso a los Servicios Públicos, el Estado Fallido y la Responsabilidad de la 
Administración. El Caso de la Emergencia Humanitaria Compleja en Venezuela”, Revista de Derecho Administrativo, n.° 
16 (2018).

2	 J. Vivas, “Crisis y colapso del sistema eléctrico venezolano, sus causas, consecuencias y posibles soluciones”, Monte 
Elena (blog), 24 de abril de 2019, https://www.monteelena.com/2019/04/crisis-y-colapso-delsistema-elctrico-venezola-
no-sus-causas-consecuencias-y-posibles-soluciones-2/.
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lo contrario. Tal es el caso de Francia, donde el servicio eléctrico, mayoritariamente 
público y gestionado por la empresa Électricité de France (“EDF”), propiedad en un 
83,9 % del Estado, ha funcionado como un instrumento eficaz para controlar precios, 
evitar las fallas del sistema y promover la inversión3.

No obstante, el éxito del modelo francés constituye una excepción más que una 
norma, y su eficiencia responde, en gran medida, al contexto constitucional, institucio-
nal y económico propio de ese país. Por ello, resulta improcedente trasladar mecánica-
mente dicho modelo al ámbito venezolano, esperando replicar sus mismos resultados.

En consecuencia, comprendiendo que el contexto nacional no ofrece las condi-
ciones necesarias para aplicar mecanismos excepcionales como los observados en otros 
Estados, surgen las siguientes interrogantes: ¿en qué medida el modelo organizacional 
adoptado por el Estado venezolano ha contribuido negativamente en la prestación del 
servicio eléctrico? ¿Existen alternativas capaces de reducir las fallas recurrentes y op-
timizar el funcionamiento del sector?

El presente trabajo de investigación propone analizar desde una perspectiva in-
terdisciplinaria que combina teoría económica y análisis jurídico, los límites estructu-
rales del colectivismo estatal y las alternativas que ofrece el diseño institucional orien-
tado por incentivos de mercado.

 Para ello, se ha estructurado en función de los siguientes objetivos: (i) Proponer 
un modelo de gestión privado para mejorar la eficiencia y sostenibilidad del sistema 
eléctrico nacional, abordando las deficiencias identificadas en las políticas de gestión 
del gobierno actual desde 1999, (ii) revisar las formas de gestión adoptadas por el Esta-
do venezolano en el sistema eléctrico nacional a lo largo de la historia, especialmente a 
partir de 1999, (iii) comparar distintos modelos de gestión privada aplicados en la pres-
tación de servicios tradicionalmente considerados como públicos, con especial énfasis 
en el sector eléctrico, a fin de evaluar la viabilidad jurídica, económica y operativa de 
cada alternativa en el contexto venezolano y (iv) evaluar la viabilidad de implementar 
un modelo de gestión consorcial en el sistema eléctrico venezolano como alternativa a 
la centralización estatal, considerando sus posibles ventajas, limitaciones y condicio-
nes necesarias para su aplicación.

3	 Andreu Missé, “Ventajas de las eléctricas públicas”, El País, 24 de enero de 2022. https://elpais.com/economia/2022-01-24/
ventajas-de-las-electricas-publicas.html



722

1. El dilema de la eficiencia pública: entre la centralización colectiva y 
la descentralización individual

El Estado venezolano se define como un “Estado Federal Descentralizado”, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la Constitución de la República Bo-
livariana de Venezuela de 1999 (“CRBV”). Sin embargo, juristas como Brewer-Carías 
han señalado que, en la práctica, dicho modelo constitucional ha acentuado la centra-
lización del Poder Público, convirtiéndose, paradójicamente, en uno de los esquemas 
más centralistas de la historia institucional del país4.

A su vez, en Venezuela, el Estado de Derecho y el principio de legalidad están 
también vinculados al reconocimiento de los derechos fundamentales. El artículo 2 de 
la CRBV proclama a Venezuela como un “Estado democrático y social de Derecho y 
de Justicia”, lo cual implica que además de la sujeción a la ley, la actividad estatal debe 
orientarse a realizar valores superiores, entre ellos vida, libertad, justicia, igualdad, 
entre otros, y respetar los derechos humanos. Así, el principio de legalidad se comple-
menta con una concepción material del Estado de Derecho, donde la legitimidad de 
la acción administrativa exige no solo la base legal, sino también respeto a los fines 
constitucionales del Estado.

Ahora bien, resaltamos que el artículo 156, numeral 16 asigna al Poder Público 
Nacional la competencia exclusiva sobre “el régimen y administración de las minas e 
hidrocarburos; el régimen de las tierras baldías; y la conservación, fomento y aprove-
chamiento de los bosques, suelos, aguas y otras riquezas naturales del país”. Esta dis-
posición coloca bajo control central la explotación de los recursos naturales, los cuales 
constituyen la fuente primordial de riqueza nacional y, en particular, el sustento de la 
industria petrolera y energética.

Por su parte, el numeral 29 del mencionado artículo atribuye al Poder Nacional 
el “régimen general de los servicios públicos domiciliarios y en especial electricidad, 
agua potable y gas”. Con esta fórmula, el Constituyente buscó garantizar uniformidad 
en la regulación y prestación de servicios básicos, pero al mismo tiempo consolidó la 
centralización del aparato administrativo en áreas que afectan de manera directa a los 
ciudadanos, como lo es el suministro eléctrico.

Siguiendo este orden de ideas, el artículo 302 dispone que “El Estado se reserva, 
mediante la ley orgánica respectiva, y por razones de conveniencia nacional, la activi-
dad petrolera y otras industrias, explotaciones, servicios y bienes de interés público y 

4	 Allan Brewer-Carías. Notas sobre el régimen jurídico general de las concesiones administrativas en Venezuela. (Univer-
sidad Nacional Autónoma de México, 2013), 61-101.

Hacia la privatización del sector eléctrico venezolano: El consorcio como puente entre lo público y lo privado
Angelina Rodríguez Petrillo   .   Alejandro A. Pico De Olival



723

Revista Venezolana de Derecho Mercantil
n.º 16 . 2026

de carácter estratégico”. De este modo, la CRBV eleva la posibilidad de monopolizar 
sectores económicos completos, justificando la exclusión de particulares en nombre de 
la conveniencia nacional.

De este breve análisis constitucional, notamos que la adopción de este marco 
normativo trae importantes implicaciones en las competencias del Poder Público. Por 
ejemplo, si entendemos como servicios públicos aquellos que abarcan actividades y 
órganos destinados a satisfacer de manera continua, regular, obligatoria y en igualdad 
de condiciones, necesidades colectivas de vital importancia para el desarrollo del bien-
estar social5 (Parés, 2001), dada la situación actual, nos vemos inmersos en el ámbito 
del derecho público, tendiendo así hacia un esquema de centralización6.

En este contexto, resulta pertinente considerar la doble acepción de la noción 
de servicio público propuesta por Jean Rivero, citado por Lares Martínez7. Rivero su-
giere que, en el sentido concreto u orgánico, dicha expresión designa “un conjunto de 
agentes y medios que una persona afecta a una misma tarea; mientras que en el sentido 
material o funcional, se refiere a una actividad de interés general que la administración 
entiende asumir”. Esta distinción permite comprender no sólo la estructura operativa 
del servicio público, sino también su función esencial como instrumento de interven-
ción estatal orientado al interés general, reforzando así la lógica centralizadora del 
modelo administrativo vigente.

Resulta evidente la tendencia hacia la centralización de la gestión estatal de los 
servicios públicos en la CRBV. Esto significa que la administración, control y decisio-
nes sobre servicios públicos han sido absorbidos por el Poder Nacional, disminuyendo 
casi en su totalidad la participación de las empresas privadas que sus actividades se 
centran en dichos rubros.

 En virtud de las concepciones constitucionales estudiadas podemos notar que, 
bajo la premisa de salvaguardar el interés común o general, el Estado venezolano ha 
decidido excluir la libre iniciativa privada de las actividades entendidas como servicio 
público y, aunque distintos autores nieguen la formación de un monopolio8 esta exclu-
sión deriva en el privilegio de una adopción de esquemas de planificación centralizada, 
aislada de los valores individuales y enfocados en la subordinación de necesidad ciuda-
dana, en perjuicio de la preexistente cooperación espontánea de los individuos9. En los 

5	 Alfredo Parés, “El Contencioso de los Servicios Públicos (Consideraciones en torno al artículo 259 de la Constitución y 
al derecho fundamental a la adecuada prestación de servicios públicos). Revista de Derecho Administrativo 12 (2001). 
https://muci-abraham.com/wp-content/uploads/2019/11/El-Contencioso-de-los-Servicios-P%C3%BAblicos.Revista.pdf

6	 Hernández, “El derecho de acceso a los servicios públicos”.
7	 Eloy Lares Martínez, Manual de derecho administrativo, (Venezuela: Universidad Central de Venezuela, 2001).
8	 Hernández, “El derecho de acceso a los servicios públicos”.
9	 Friedrich Hayek, Camino de Servidumbre. (Madrid: Alianza Editorial, 2011)
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regímenes colectivistas alimentados por la centralización y la organización impuesta, 
prevalece la coacción y la primacía de los intereses colectivos sobre las libertades in-
dividuales, además de padecer de una excesiva regulación e injerencia gubernamental 
como factores que obstaculizan la eficiencia económica10.

 Para los siglos XVII y XVIII, ciertos pensadores liberales como Adam Smith 
(1776) advirtieron sobre las bondades de la libre competencia, exponiendo que, la exis-
tencia de inversiones individuales, con miras en un interés propio y no colectivo, en la 
actividad nacional, no generaría más que una sociedad mucho más eficiente, permeada 
por un libre mercado derivado de la libre competencia. Indudablemente, este deseo 
liberal de un mercado autorregulado por la propia participación privada, se ha visto 
afectado por los recientes diseños centralizados. Esta tensión conceptual entre el diseño 
centralizado y los mecanismos privados de libre competencia constituye un eje funda-
mental del debate en la teoría económica y jurídica a lo largo de los siglos XX y XXI. 
Más pensadores liberales, como Hayek11 y Mises12, mantuvieron una postura similar 
a la tomada por Smith, y advirtieron que la expansión de la planificación económica 
centralizada, característica de los regímenes colectivistas, suele conllevar la erosión de 
las libertades individuales y el avance de estructuras totalitarias.

 Ahora bien, esta crítica general al ideal de la centralización no ha sido exclusiva 
de los pensadores liberales, puesto que, ciertos autores clásicos nacionales convergen 
en la idea de que el socialismo integral, entendido como control estatal de toda econo-
mía, carece de las herramientas intelectuales necesarias para una planificación racional; 
declarar las actividades como servicio público bajo una perspectiva subjetiva, es decir, 
una actividad asumida únicamente por el Estado, excluye la prestación y operatividad 
de la libre iniciativa privada13. Al suprimir el mercado y abolir los precios libres, se 
pierde el cálculo económico que permita discernir entre los proyectos viables y los que 
dilapidan recursos.

Pretender que una oficina central planifique eficientemente la producción es una 
contradicción en sí misma; sin precios ni competencia, dicha oficina jamás sabría si 
los proyectos son convenientes o si su ejecución llevaría consigo la dilapidación de los 
medios disponibles. Así, los autores críticos del colectivismo concluyen que la econo-
mía planificada tiende al caos y a la ineficiencia, no por mala voluntad de los planifica-
dores, sino por fallas estructurales del sistema14.

10	 Ludwig Von Mises. Burocracia. (Madrid: Union Editorial. 2005).
11	 Hayek, Camino…
12	 Mises, Burocracia…
13	 Hernández, “El derecho de acceso a los servicios públicos”.
14	 Mises, Burocracia…
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En efecto, cuando la gestión de una actividad recae enteramente en manos del 
Estado y se descarta la competencia privada, desaparecen los mecanismos de incenti-
vos que orientan la eficiencia. Mises subrayó que una empresa privada persigue el lucro 
sirviendo las necesidades del consumidor; en cambio, una agencia estatal, o burocra-
cia, carece de ese termómetro objetivo de desempeño. Por ello, desde una perspectiva 
externa, la gestión burocrática es derrochadora, ineficiente, lenta y deficitaria. Esta 
constatación, advierte Mises, no obedece exclusivamente a la corrupción o incompe-
tencia de determinados funcionarios, sino que constituye una propiedad estructural del 
sistema administrativo público. El burócrata debe ceñirse a reglamentos y ejecutar pre-
supuestos fijados políticamente, sin posibilidad de guiarse por señales del mercado de 
ganancias o pérdidas. Así, incluso con los mejores profesionales, un organismo sin el 
incentivo del beneficio difícilmente igualará la eficiencia de un negocio sometido a la 
disciplina de mercado.

Estas empresas de la administración pública y los oficiales encargados de su 
conducción no esperan un beneficio particular, ni emprenden tras el logro de un menor 
costo, dado que los impuestos cubren su necesidad e, independientemente de los meca-
nismos de coacción o limitación que deseen implementar, sus ganancias no se verán ne-
cesariamente afectadas por una menor eficiencia15. Como desarrollaría posteriormente 
la escuela de la elección pública, cuando el Estado asume funciones productivas, tiende 
a responder a incentivos netamente políticos, como la maximización presupuestaria o 
la satisfacción de presiones sectoriales, antes que a criterios de racionalidad económica.

Por el contrario, en un contraste radical, las empresas privadas lucrativas única-
mente pueden sobrevivir al obtener beneficios a partir de su prestación, por lo que el 
empresario privado intenta hallar mayor rentabilidad, en la búsqueda del menor costo 
posible; la eficiencia y el funcionamiento de las empresas privadas depende del logro 
de su servicio y la satisfacción de su consumidor. El principal incentivo de estas empre-
sas es el margen costo/utilidad, además de la facilidad y fluidez de funcionamiento, en 
virtud de la ausencia de reglas de legalidad, restricciones y normas imperativas.

Ahora bien, aun cuando la planificación centralizada pretende garantizar que la 
organización excesiva es el camino indicado para la eficiencia funcional de un Estado, 
múltiples áreas operativas de un país pueden ser tomadas como ejemplo para demostrar 
lo alejado que se encuentra el colectivismo de ser la respuesta correcta para la eficien-
cia operacional.

15	 Bruce Benson, Justicia Sin Estado (Madrid: Unión Edutorial, 2000) edición en PDF.
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Como ejemplo representativo, resulta prudente examinar el caso de la prestación 
de los servicios públicos en Venezuela, con base en el análisis constitucional previa-
mente efectuado, tomando como punto de partida el artículo 156, relativo a los servi-
cios públicos y su competencia reservada exclusivamente al Estado, eliminando así 
cualquier posibilidad de descentralización o participación privada en la gestión del sec-
tor, lo que ha contribuido a la consolidación de una estructura altamente centralizada.

A partir de 1999, el marco legal del servicio eléctrico venezolano experimentó 
una transformación profunda que marcó el tránsito de un modelo descentralizado y 
competitivo hacia uno completamente centralizado bajo control estatal.

 Para el año 2002, se congelaron las tarifas eléctricas, lo que comprometió gra-
vemente el financiamiento destinado al mantenimiento y modernización del sistema16.

A partir de 2007, el Estado venezolano potenció la centralización absoluta del 
sistema eléctrico, disminuyendo la participación privada en el sector. Este proceso se 
formalizó mediante el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de Reorga-
nización del Sector Eléctrico, publicado en la Gaceta Oficial N.º 38.736 del 31 de julio 
de 2007, que creó la Corporación Eléctrica Nacional (“CORPOELEC”).

 La nueva empresa, adscrita al Ministerio del Poder Popular para la Energía y 
Petróleo (“MENPET”), concentró todas las actividades del sector: generación, trans-
misión, distribución y comercialización. Su capital fue suscrito en un 75% por la Repú-
blica y en un 25% por Petróleos de Venezuela, S.A. (“PDVSA”), integrando el servicio 
eléctrico a la estrategia energética del Estado.

Posteriormente, la Resolución N.º 190 del MENPET, publicada en la Gaceta 
Oficial N.º 38.785 del 8 de octubre de 2007, completó el proceso al dividir el país 
en seis regiones operativas bajo la supervisión de las antiguas empresas eléctricas 
(ENELBAR, ENELVEN, EDELCA y ELECAR), cuyas funciones serían absorbidas 
por CORPOELEC.

En ese orden de ideas, se promulgó la Ley Orgánica del Sistema y Servicio Eléc-
trico (“LOSSE”) el 14 de diciembre de 2010 en Gaceta Oficial N.º 39.573. Esta ley 
formalizó la reserva absoluta del Estado sobre la prestación del servicio eléctrico, es-
tableciendo que todas las actividades del sector quedaban bajo su dominio exclusivo 
por razones de seguridad, defensa, estrategia y soberanía nacional. La norma sustituyó 

16	 Jesús Alberto Bravo-Contreras y Jorge Rafael Estrella-Frere, “Estudio de variables que inciden en la crisis eléctrica en 
Venezuela”. Revista multidisciplinar de innovación y estudios aplicados 8 (Ecuador, 2022) https://doi.org/10.23857/
pc.v7i8.4552

Hacia la privatización del sector eléctrico venezolano: El consorcio como puente entre lo público y lo privado
Angelina Rodríguez Petrillo   .   Alejandro A. Pico De Olival



727

Revista Venezolana de Derecho Mercantil
n.º 16 . 2026

el enfoque mixto de la derogada Ley Orgánica del Servicio Eléctrico (“LOSE”) por 
un modelo socialista de gestión estatal, caracterizado por la rigidez administrativa y la 
subordinación absoluta a la planificación central del Ejecutivo17.

Mencionado lo anterior, resulta evidente que la gestión del servicio eléctrico en 
Venezuela ha quedado sujeta a un control absoluto por parte del Estado, configurando 
un esquema de intervencionismo operativo que ha demostrado ser ineficiente y contra-
producente.

Un ejemplo paradigmático de las consecuencias de este modelo fue la crisis eléc-
trica de marzo de 201918 (Vivas, 2019). Este episodio, además de demostrar la fragili-
dad del sistema, reveló las limitaciones inherentes a un esquema donde el monopolio 
estatal sustituye la competencia y la participación privada.

La rigidez propia de un modelo en el que la iniciativa individual es sustituida 
por la decisión centralizada del aparato gubernamental atenta directamente contra los 
principios de eficiencia y libertad económica. En este contexto, la falta de autonomía 
y de incentivos para la innovación se traduce en una pérdida progresiva de las liberta-
des individuales y empresariales, reduciendo la capacidad de los ciudadanos y de los 
agentes económicos para participar activamente en la solución de problemas públicos.

El contexto venezolano se contrapone a estos ideales individualistas y está so-
metido a la restricción de libertades, y el ámbito de los servicios públicos no ha sido 
ajeno a las implicaciones del marco legal adoptado. Si bien el derecho común y las 
regulaciones tradicionales se conciben como instrumentos para promover la eficien-
cia, no todas las áreas ni comportamientos sociales deben necesariamente someterse 
al mismo esquema regulatorio. Como sostiene Posner19, en el ámbito de los servicios 
públicos la regulación no siempre persigue la eficiencia con la misma determinación 
que el derecho común.

 Sectores como éste tienden al monopolio natural, y el Estado puede jugar un rol 
indispensable como mínimo regulador para evitar abusos y atender objetivos sociales 
que el mercado por sí solo no garantiza, pero el problema se acrecienta cuando en lugar 
de mantener el carácter abstencionista, el Estado asume simultáneamente el rol de juez 
y parte, es decir, se convierte en el único operador y a la vez el regulador de sí mismo.

17	 Eduardo Paéz Pumar, “La empresa privada como prestador del Servicio Eléctrico en Venezuela”, (2021) https://cavecon.
org.ve/wp-content/uploads/2021/04/La_Empresa_Privada_como_prestador_del_Servicio_El%C3%A9ctrico_en_Vene-
zuela..pdf

18	 Vivas, “Crisis y colapso del sistema eléctrico”.
19	 Richard Posner, El Análisis Económico del Derecho (USA: Fondo de Cultura Económica, 2008).
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La función del Estado no debería ser completamente operacional ni intervencio-
nista, sino que este debería fungir únicamente como un subsidio a las empresas priva-
das, las cuales, en razón de los incentivos y el interés tanto particular como general, 
prometen resultados eficientes y funcionales en áreas fundamentales para el desarrollo 
de cualquier sociedad, como bien lo es, el área de los servicios eléctricos20.

Por su parte, Hayek sostenía que entregarle a la autoridad central poder omnímo-
do sobre la economía era transitar un camino de servidumbre que conduce al estanca-
miento y la opresión21. Si bien el contexto venezolano tiene particularidades, su derrote-
ro eléctrico sirve de lección general: ni los recursos naturales ni las buenas intenciones 
políticas bastan para asegurar un servicio público de calidad, si no se respetan las leyes 
básicas de la economía. La eficiencia requiere de incentivos correctos, los cuales surgen 
o de la presión competitiva o de la capacidad de los usuarios de exigir calidad.

Esta suerte de lección venezolana, demuestra los riesgos de un estatismo centra-
lizador en una infraestructura crucial. La planificación económica autoritaria, sin los 
frenos y contrapesos del mercado, y sin respeto de los principios constitucionales de 
libre comercio, derivó en una pérdida de eficiencia, y a la postre lesionó también dere-
chos fundamentales de los ciudadanos.

Esto nos conduce a una primera conclusión: el eje central de la discusión público 
vs. privado no debería ser ideológico sino pragmático, lo que nos invita a preguntarnos, 
¿qué combinación de propiedad y regulación produce mejores resultados para el interés 
general? Se plantea que un Estado eficiente es aquel que regula, promueve y supervisa 
con eficacia, sin asumir más funciones de las que puede administrar adecuadamente. 
En áreas estratégicas como la energía eléctrica, su papel debe centrarse en asegurar la 
prestación del servicio y la equidad, mientras que la participación del sector privado 
puede ser clave para fomentar la competencia, impulsar la innovación y aportar capa-
cidades empresariales allí donde sea viable.

2. Capacidad de respuesta de los esquemas de gestión privada ante 
el contexto político-económico venezolano

Como ha sido estudiado, el sector eléctrico venezolano ha sido uno de los prin-
cipales afectados de la concentración de poder avalada tanto por la CRBV, como por 
la LOSSE. Distintos doctrinarios señalan que la descentralización del Estado debe ir 
acompañada del principio de subsidiariedad, según el cual la prestación de servicios 
públicos debe ser responsabilidad del nivel de la Administración que se encuentre en 
mejor capacidad para llevarlo a cabo22.

20	 Posner, El Análisis...
21	 Hayek, Camino…
22	 José Luis Villegas. “El consorcio en el ámbito local venezolano, aproximación a una descentralización cooperativa”. 

Provincia (8) https://www.redalyc.org/pdf/555/55500806.pdf
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Identificar este punto de desconcentración de poder y predominancia de la sub-
sidiariedad resulta intrincado en Estados donde las competencias individuales de cada 
sector se centran en un solo ente o Poder Público, como ocurre en el caso venezolano. 
Por ello, resulta indispensable hallar mecanismos que permitan una progresiva reduc-
ción del protagonismo estatal, favoreciendo la incorporación de mecanismos privados 
eficientes para garantizar la adecuada prestación de servicios.

Aunque el Estado venezolano ha operado en distintos sectores mediante figuras 
como las concesiones para el desarrollo de obras públicas en materia de servicios y 
recursos naturales, esta figura no materializa debidamente la deseada subsidiariedad, 
puesto que el privado receptor de potestades suele ser, en el caso venezolano, una em-
presa estatal23.

Hernández24, pese a negar la existencia de un monopolio, reconoce que la ini-
ciativa privada podría gestionar actividades del servicio público, aunque no con plena 
autonomía, sino bajo los términos impuestos por el Estado. La concesión por sí sola no 
genera un proceso de desconcentración de poder, sino un ciclo de transferencia interna 
de potestades entre los propios miembros de la Administración Pública.

Dado que estas concesiones suelen derivar en una centralización exacerbada 
del poder, se vuelve necesario establecer mecanismos que permitan una participación 
privada más amplia, involucrando a terceros sin intereses estatales y con incentivos 
particulares, como se expuso en el capítulo anterior25. En consecuencia, y en aras de 
preservar la autonomía de la voluntad de las partes, resulta prudente realizar un análisis 
de los distintos tipos de asociación privada mediante los cuales se podría lograr una 
distribución equitativa de facultades, y una obtención de resultados eficientes y soste-
nibles para la prestación de los servicios públicos.

El ordenamiento jurídico venezolano reconoce dos grupos de personas jurídicas, 
las personas jurídicas de derecho público y las personas jurídicas de derecho privado, y 
en sí se subdividen en personas de tipo fundacional y personas de tipo asociativo. Para 

23	 Salvador Leal, “El régimen de concesiones públicas”, en Libro Homenaje a la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas 
en el Centenario de su instalación, (1901-2001). Vol 2,(Caracas: Universidad Central de Venezuela, 2001). https://www.
derechoadministrativoucv.com.ve/wp-content/uploads/2020/05/homenaje-02-04.pdf

24	 Hernández, “El derecho de acceso a los servicios públicos”.
25	 Dentro del marco de las concesiones, debemos analizar los contratos administrativos, que aun cuando puedan presentar 

ciertas bondades, y de cierta forma involucran a particulares, su naturaleza no puede ser equiparable a la de las figuras de 
derecho privado. Las prerrogativas y la unilateralidad de la Administración Pública en esta figura contractual no permiten 
el desarrollo de una relación de pares ni de igualdad, sino que generan una verticalidad donde el privado participante 
se encuentra supeditado a las condiciones del Estado, por lo que no se puede hablar de una verdadera autonomía de las 
partes, sino de una relación jerárquica donde el Estado coordina y el privado responde.
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el presente análisis, resulta prudente examinar las segundas y sus distintos subtipos, 
las cuales, en resumidas cuentas, son un conjunto de personas que persiguen un fin 
económico común, y pueden dividirse en corporaciones, asociaciones y sociedades26.

Por ende, partiendo sobre la idea inicial de las sociedades, a los fines de determi-
nar el mecanismo idóneo para impulsar la descentralización, se estudiarán (i) las socie-
dades mercantiles, (ii) las sociedades accidentales o de cuentas en participación, (iii) 
los joint ventures y (iv) la figura del consorcio, la cual por su naturaleza no constituye 
un tipo de sociedad per sé, pero sí una figura de tipo asociativo.

En primer lugar, las sociedades mercantiles son aquellas sociedades “cuya fina-
lidad es realizar uno o varios de los actos de comercio y en su formación y perfeccio-
namiento tienen distintas etapas y requisitos, para su existencia y constitución legal”27. 
La formación de estas sociedades parte sobre la manifestación de voluntades de los 
socios y accionistas, pero, no basta con ello, puesto que para finalizar su constitución 
se requiere el cumplimiento de las debidas formalidades registrales.

Por otra parte, las sociedades accidentales o de cuentas en participación, cons-
tituyen una forma especial de colaboración, en las cuales una parte realiza en nombre 
propio las operaciones de otro, quien se limita a poner en disposición de la otra parte 
los bienes necesarios28, estando ambas partes sujetas a los resultados de éxito, o fra-
caso, de la asociación. Una de las particularidades de las cuentas en participación, y 
la razón por la cual se denomina sociedad accidental, es que no deben cumplir con los 
requisitos formales de constitución y no tienen personalidad jurídica.

Ahora bien, los joint ventures responden a las complejidades de los procesos de 
producción, distribución y comercialización de los bienes y servicios, y entendidos 
también como empresas conjuntas, son “todo tipo de asociación temporal entre dos o 
más empresas para los efectos de explotar un fin económico común”29 (Pinto, 2020). 
Estas figuras constituyen el esquema macro de las alianzas cooperativas y pueden ser 
entendidas desde un punto de vista tanto contractual como societario. Dentro de los 
propios joint ventures se contempla la siguiente forma asociativa que se pretende anali-

26	 Carmen Mendoza, “Situación Jurídica de la Sociedad Anónima Unipersonal Sobrevenida y su Personalidad Jurídica en 
la Legislación Venezolana” (trabajo especial de grado, Universidad Católica Andrés Bello, 2008) https://sib.ucab.edu.ve/
cgi-bin/koha/opac-retrieve-file.pl?id=114e68f196d5a389f428541abc6daa2a

27	 Nailet Gómez, “La personalidad jurídica de las Sociedades Mercantiles y la Ley para el Fomento y el Desarrollo de Nue-
vos Emprendimientos”, Revista de Derecho Mercantil 12 (2024) http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/
RVDM/12/RVDM_2024_12_475-487.pdf

28	 Alejandro Dumay, “La asociación o cuentas en participación”, Revista de Derecho Tributario Universidad de Concep-
ción, 1 (2017) 8-11.

29	 Sheraldine Pinto, “Contrato plurilateral Joint Venture, contratos enlazados y cláusula de fuerza mayor: Breves notas sobre 
varias problemáticas del Derecho Contractual en homenaje a un gran jurista. Revista Venezolana de Legislación y Juris-
prudencia 13 (2020) 701-727. https://rvlj.com.ve/wp-content/uploads/2020/06/RVLJ-13-II-701-727.pdf
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zar, es decir, el consorcio. Pinto sugiere que tanto el consorcio como los joint ventures 
pueden ser vistas como una asociación temporal entre empresas privadas, públicas, o 
empresas públicas y privadas, pero sin un arraigo estricto o sin similitudes a las figuras 
establecidas por la Ley de Contrataciones Públicas y la Ley de Nuevas Formas Asocia-
tivas Conjuntas entre el Estado, la Iniciativa Comunitaria y Privada para el Desarrollo 
de la Economía Nacional; esto, considerando que, al fin y al cabo, no existe libertad de 
desarrollo entre las partes, sino la sujeción de la empresa privada a los términos descri-
tos por el legislador, además del hecho de que no se habla de un consorcio per sé, sino 
de una alianza, una empresa conjunta o un conglomerado.

Siendo así, partiendo sobre la base de que el consorcio es un modelo parte del 
esquema de los joint ventures, podemos describirlo en definitiva como una agrupación 
contractual de empresas que colaboran para un fin económico común, sin constituir 
una nueva persona jurídica. Aunque, hasta ahora, no existe una posición uniforme de 
qué es el consorcio, dado que este no se encuentra expresamente tipificado en el Código 
de Comercio venezolano, ciertas posiciones doctrinales lo definen como “el conjunto 
de agrupaciones empresariales, constituidas por personas jurídicas que tengan por ob-
jeto realizar una económica específica en forma mancomunada”30.

Ahora bien, entre las dos primeras figuras analizadas, podemos encontrar un con-
flicto común y, aunque estas ciertamente constituyen un tipo asociativo privado, no 
podemos pretender que estas por sí mismas sean suficientes para atacar las necesidades 
de todo un sector nacional, puesto que, en este caso, ser un privado no es sinónimo de 
eficiencia. Por ejemplo, en el caso de las sociedades mercantiles, su proceso de cons-
titución está sujeto a múltiples formalidades registrales, lo cual conlleva a un fomento 
directo y significativo de la burocracia; el simple hecho de que los registradores cuen-
ten con un gigante abanico de facultades sobre los procedimientos, ya genera situacio-
nes burocráticas muy obstaculizadas para el libre desenvolvimiento de las sociedades.31

Por otra parte, las sociedades anónimas, figura societaria de aplicación predomi-
nante en el tráfico mercantil, incluso una vez constituidas, pueden enfrentar obstáculos 
en su desarrollo operativo derivados de limitaciones burocráticas. En particular, si bien 
tradicionalmente no estaban sujetas a exigencias de capital social mínimo, la entrada en 
vigor de la Ley de Registros y Notarías ha propiciado la imposición de objeciones no 
sustentadas normativamente por parte de los Registros Mercantiles, especialmente en 

30	 Heli Saúl Rincón, “La personalidad jurídica del consorcio en Venezuela”, Comercium e Tributum Revista Electrónica 
Arbitrada, Universidad Rafael Belloso Chacín 1, (2008). https://www.academia.edu/35363283/La_personalidad_juridi-
ca_del_consorcio_en_venezuela

31	 Kimlen Chang, “Abogando por el resurgimiento de la S.R.L. Reflexiones sobre la capacidad del SAREN de fijar su 
capital social”, Revista Venezolana de Derecho Mercantil 4, (2020). http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/
RVDM/4/RVDM_2020_4_37-54.pdf
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relación con la suficiencia del capital declarado. Tales objeciones han derivado, en cier-
tos casos, en requerimientos de aumento de capital como condición para la inscripción 
de reformas estatutarias, ya sea por modificación del objeto social o por refundición del 
documento constitutivo32.

Asimismo, con respecto a las sociedades accidentales, la situación es similar y, 
además, es necesario rescatar una de las ideas principales del análisis económico del 
derecho: ciertamente, por la amplitud de los sectores públicos, es posible que el con-
trol privado no sea capaz de proveer una cantidad óptima de servicios por su cuenta, 
y no por la falta de los debidos incentivos, sino del alcance y recursos adecuados para 
satisfacer de manera óptima las necesidades sociales de todo un país33. Una sociedad, 
o una empresa mixta también sujeta a las formalidades de constitución, puede verse 
retrasada y en busca de un apoyo mayoritario y, aunque el fin ulterior es la privatización 
del sector para el alcance de mejores resultados, la desregulación e implementación de 
mecanismos netamente privados no puede ser inmediata, sin una selección adecuada.

Es por ello que, ante la necesidad de herramientas privadas para hallar mayor efi-
ciencia e iniciar un despojo progresivo de la tradicional centralización en la prestación 
de los servicios públicos en el país, se considera que el consorcio es la vía adecuada, 
no solo por la flexibilidad de su naturaleza, sino por el alcance que puede tener. Con 
la implementación de un consorcio es posible hallar el equilibrio necesario de subsi-
diariedad, y permitir la participación de sociedades lucrativas en la economía nacional 
mientras se cumple con los preceptos constitucionales, tomando en consideración el 
deseado sistema económico mixto establecido en el artículo 299 de la CRBV, el cual 
espera que la intervención directa del Estado se practique únicamente en los casos en 
los cuales el interés público justifique tal actuación.

Esta decisión deriva no de un criterio propio, sino en aprovechamiento de la 
ausencia de una definición legal interna rígida sobre el consorcio y de las múltiples 
opiniones que existen en torno a este. El consorcio entendido como una asociación 
contractual permite la coexistencia de intereses y sociedades, bien sean públicas o 
privadas34, por lo que su implementación puede servir como una herramienta de coo-
peración, mediante la cual las partes contratantes puedan participar en un marco de 
corresponsabilidad y eficiencia, orientado a optimizar la gestión y la búsqueda de la 
eficiencia máxima en la prestación del servicio. En este sentido, el consorcio constituye 
un instrumento de descentralización funcional que permite la intervención privada, en 
respeto de la libre competencia y la libertad comercial.

32	 Andrea Rondón y Sabrina Gomes, “Obstáculos actuales de las sociedades anónimas en Venezuela - Especial referencia a 
su regulación desde el Derecho Mercantil”, Revista de Derecho Mercantil 9 (2022).

33	 Posner, El Análisis...
34	 Villegas, “El consorcio administrativo”.
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3. Consorcios y descentralización: una propuesta de reconfiguración 
institucional para Venezuela

Partiendo de la premisa de que el consorcio constituye una opción viable para 
la gestión eficiente de los servicios públicos, es importante aclarar su naturaleza legal. 
Como fue estudiado, a diferencia de las sociedades mercantiles, el consorcio no im-
plica la creación de una nueva persona jurídica ni de un patrimonio común, sino una 
unión de empresas que colaboran con un fin económico mutuo. La jurisprudencia vene-
zolana ha reconocido esta característica: La Sala Político Administrativa del Tribunal 
Supremo de Justicia, en sentencia N° 75 del 23 de enero de 2003, en el Caso Consorcio 
Radiodata-Datacraft-Saeca, clasificó a los consorcios como agrupaciones de empresas 
dedicadas a un proceso productivo compartido, enfatizando que tales agrupaciones ca-
recen de personalidad jurídica y de patrimonio separado de sus miembros. Asimismo, 
aclaró que un consorcio no es equiparable a una sociedad mercantil irregular, pues estas 
últimas, aun con sus defectos formales, siguen respondiendo a una estructura societaria 
típica. En suma, el consorcio se reduce en lo legal a una realidad económica fáctica 
que el derecho no puede ignorar, pese a la ausencia de un estatus jurídico específico.

Ahora bien, esta definición, aunque apunta claramente a la falta de personalidad 
jurídica, no ha zanjado por completo el debate sobre la responsabilidad jurídica de los 
consorcios. Existen facultades operativas de la figura que generan confusión respecto 
a su verdadera naturaleza. Por ejemplo, un consorcio puede contratar en nombre pro-
pio, tiene deberes fiscales específicos35 y puede incluso comparecer en juicio bajo su 
denominación consorcial. Tales atributos sugieren un reconocimiento de la figura, aun 
cuando teóricamente carezca de personalidad jurídica independiente. Hasta la fecha, no 
existe un criterio jurisprudencial vinculante que le otorgue personalidad jurídica plena 
al consorcio; doctrinariamente, la personalidad jurídica sigue siendo un rasgo privativo 
de las sociedades formalmente constituidas.

Esta flexibilidad inherente a la figura del consorcio, que opera como contrato de 
colaboración entre partes autónomas, abre una valiosa oportunidad de transformación 
institucional. No siendo estrictamente un tipo asociativo privado tradicional, pero po-
seyendo atribuciones similares a las sociedades y permitiendo la autonomía de la vo-
luntad de los contratantes, el consorcio puede adaptarse al objetivo perseguido: incor-
porar la iniciativa privada en la provisión de los servicios públicos. En lugar de sugerir 
un modelo de prestación únicamente estatal, la figura del consorcio permite la adopción 

35	 Jesús Sol y Rosa Caballero, “Régimen fiscal de los conjuntos económicos en el ordenamiento jurídico venezolano”, Revis-
ta de Derecho Tributario 161 (2019). http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/RDT/161/rdt_2019_161_73-
92.pdf
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de dos modalidades, una únicamente privada, y una de cooperación público-privada 
basada en la libre voluntad de las partes, sin requerir la creación de nuevas entidades 
burocráticas. Esto significa que, bajo un consorcio, el actor privado involucrado goza 
de cierta autonomía de gestión y no queda totalmente supeditado a los términos unila-
terales del Estado. De esta manera, se previene la clásica transferencia interna de poder 
dentro de la Administración Pública y, en cambio, se introducen dinámicas de colabo-
ración más horizontales.

Como se ha señalado a lo largo del presente análisis, la verdadera eficiencia de 
las transacciones radica cuando se minimiza la injerencia gubernamental excesiva y se 
favorecen los mecanismos internos de negociación entre las partes. La planificación 
centralizada tiende a convertirse en un obstáculo para el orden espontáneo, entendido 
este como el sinónimo de eficiencia y libre desarrollo del mercado. En contraste, cuan-
do las decisiones pueden tomarse de forma descentralizada, las soluciones tienden a 
ajustarse mejor a las necesidades reales, sin las distorsiones de la burocracia. Esta idea 
se alinea con los postulados de la Escuela Austríaca de Economía, por ejemplo, con 
la noción de orden espontáneo en Hayek36, y con la perspectiva que sugiere evaluar el 
impacto real de las normas en el comportamiento de los agentes.

Desde esta misma perspectiva analítica, basar la provisión de servicios en acuer-
dos contractuales voluntarios suele conducir a resultados más eficientes que la imposi-
ción unilateral del Estado. Esta visión es sustentada por el Teorema de Coase, presenta-
do por el economista Ronald Coase37, quien sugiere que “la delimitación inicial de los 
derechos legales tiene un efecto en la eficiencia con que opera el sistema económico. 
Un ordenamiento de los derechos puede ocasionar un valor mayor de la producción de 
cualquier otro”. De esta manera, Coase expone que la justicia y la esfera legal pueden 
influir directamente en el desarrollo económico, por lo que partir sobre una esfera con-
tractual o de participación autónoma e individual, permite la existencia de resultados 
más eficientes. Si los costos de transacción son prácticamente nulos, la asignación le-
gal inicial de derechos resulta irrelevante, ya que las partes involucradas negociarán 
libremente hasta alcanzar la solución más eficiente para ambas38. En otras palabras, 
con fricciones mínimas, el mercado tiende a corregir las asignaciones ineficientes sin 
necesidad de intervención externa.

36	 Friedrich Hayek, DERECHO, LEGISLACIÓN Y LIBERTAD. (Unión Editorial, 2006). Hayek, en su libro Derecho, Legis-
lación y Libertad, sugiere que las reglas del derecho en las que se basa un orden espontáneo tienden a un orden abstracto 
cuyo contenido concreto no es conocido o previsto por nadie. Las reglas del orden espontáneo deben ser independientes 
de cualquier objetivo.

37	 Ronald Coase, “El Problema del Costo Social”, The Journal of Law and Economics 3 (1960). https://www.eumed.net/
cursecon/textos/coase-costo.pdf

38	 Ricardo Manuel Rojas, Nociones de Análisis Económico del Derecho Privado, (Universidad Francisco Marroquín, 2013).
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Aplicado el Teorema de Coase al contexto de la gestión de servicios públicos, 
esto significa que mecanismos contractuales flexibles como los consorcios permiten a 
los actores encontrar arreglos mutuamente beneficiosos, donde cada quien aporte según 
sus ventajas y reciba beneficios acordes con su contribución.

 Ahora bien, fundamentados en estos principios de eficiencia de un Estado abs-
tencionista y no intervencionista, identificamos al consorcio, con la flexibilidad de su 
naturaleza jurídica, como la solución más adecuada para superar las prácticas burocrá-
ticas que lastran la prestación de servicios en Venezuela. En un entorno consorcial, el 
abandono de la excesiva regulación y centralización daría paso a arreglos más libres y 
adaptables, generando un orden más espontáneo en la gestión.

En sectores donde el Estado monopoliza el poder decisorio sin estar alineado 
con incentivos de desempeño o calidad, se producen ineficiencias y fallas persistentes, 
esto en virtud de la restricción de las libertades individuales, dada por las normativas 
estatales que regulan incluso los acuerdos más elementales entre particulares39. La in-
troducción del sector privado bajo la figura del consorcio, incorpora los incentivos 
económicos correctos que se vuelven invisibles con la participación estatal y, aunque 
el sector eléctrico ha sido ajeno a estas ventajas, podemos tomar como caso análogo 
los tribunales privados y los medios alternativos de resolución de conflictos, como la 
mediación, la conciliación y el arbitraje. Ante la congestión y demora del sistema judi-
cial público, muchos ciudadanos optan por soluciones privadas que permiten alcanzar 
acuerdos con la intervención de un tercero neutral, sin necesidad de recurrir a la lenti-
tud del aparato administrativo40.

Este beneficio, o descongestión, de la privatización, viene dado a partir del prin-
cipal incentivo del sector privado, que es el margen costo/utilidad y la búsqueda de una 
mejor prestación de servicios para la maximización de la rentabilidad. Como ha sido 
estudiado en este análisis, los incentivos del Estado no son equiparables con los de los 
privados, y en el marco de los servicios públicos, no debemos asumir que la regulación 
persiga la eficiencia con la misma firmeza que el derecho común, porque a menudo, 
bajo el pretexto del interés general, persigue fines conflictivos41.

39	 Alfredo Bullard, Análisis económico del derecho (Lima: Fondo Editorial PUCP, 2018).
40	 Benson, Justicia…
41	 Posner, El Análisis…
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Aunque el presente trabajo aboga por el despojo total del Estado en la prestación 
de los servicios públicos42, sustenta sus planteamientos en estudios internacionales so-
bre la colaboración público-privada, en la cual, a pesar de la presencia del Estado, el 
privado tiene un rol protagónico y exitoso en virtud de la existencia de los incentivos 
correctos. Un análisis desarrollado por el catedrático José María Gimeno43, plantea que 
estos modelos de colaboración mixta, aunque permiten la continuidad del Estado como 
garante de los servicios públicos, constituyen un instrumento de alto potencial trans-
formador, no solo por optimizar la eficiencia económica en provisión de servicios, sino 
también por preservar principios fundamentales del sistema, como la libre competencia 
y la iniciativa privada.

Este esquema, aunque promueve una simbiosis donde cada parte aporta sus for-
talezas, atribuye su éxito y su carácter innovador principalmente a la inversión de ca-
pital privado y a la gestión empresarial. Según Gimeno, la incorporación de recursos 
del sector privado incrementa la eficiencia operativa en razón de las técnicas modernas 
de gerencia aportadas por las empresas. Asimismo, el autor reconoce que estos mode-
los tienden a dinamizar los esquemas económicos bajo los cuales operan los servicios 
públicos, puesto que, al introducir la lógica del mercado, se suele garantizar una ren-
tabilidad razonable para los inversores privados, caracterizada por el dinamismo y la 
capacidad de adaptación a las cambiantes exigencias del mercado. Esto contrasta con 
un enfoque puramente jurídico-estático: las estructuras tradicionales a veces se aferran 
a marcos normativos rígidos que no se ajustan con suficiente rapidez a las necesidades 
reales. En este contexto, resulta pertinente invocar nuevamente el Teorema de Coase: 
ante la imposibilidad de prever con precisión cómo las medidas jurídicas pueden ase-
gurar una prestación eficiente de los servicios públicos, las partes involucradas tende-
rán a preferir soluciones adaptadas al comportamiento del mercado, sustentadas en una 
gestión privada parcialmente desvinculada de una lógica estrictamente jurídica y de 
menores garantías no palpables de manera inmediata.

Por otra parte, Gimeno advierte que, en estos sistemas de colaboración mixta, 
es crucial que las empresas participantes obtengan una rentabilidad proporcional a 
sus inversiones. En la medida que asumen costos y riesgos, deben recibir beneficios 
razonables, siempre bajo el principio de proporcionalidad adecuada. Esta necesidad 
nos remite al debate sobre los incentivos: una empresa privada, por definición, busca 

42	 En virtud de la publicatio, es decir, la reserva a favor del Estado sobre los servicios públicos, aplicar la privatización de 
manera inmediata sobre la prestación de los servicios no es posible. Por ende, el presente trabajo reconsidera la noción 
del servicio público como una actividad reservada, y la repiensa como una actividad de interés general, a los fines de 
mantener la satisfacción de las necesidades colectivas, mientras se permite la participación privada en el sector.

43	 José María Gimeno, “La colaboración público-privada en un contexto de moderna gobernanza económica al servicio 
de la ciudadanía”, Revista General de Derecho Administrativo 65 (2024) https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.
asp?id=1514860#nota41
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maximizar su rentabilidad reduciendo costos y mejorando procesos, puesto que su 
permanencia en el mercado depende de ofrecer servicios beneficiosos y competitivos 
para el consumidor. Dicho de otro modo, la lógica del mercado castiga a la empresa 
ineficiente y premia a la que logra satisfacer mejor las necesidades del público al menor 
costo posible. Este incentivo, ausente en los monopolios públicos, puede convertirse 
en un motor de eficiencia dentro de un esquema colaborativo, o incluso completamente 
privado. La clave está en diseñar contratos y regulaciones que equilibren ese afán de 
lucro con la garantía de niveles adecuados de servicio y accesibilidad.

A partir del estudio presentado por Gimeno, aunque no aboga por una privati-
zación irrestricta, podemos notar que efectivamente la presencia de un privado puede 
optimizar la eficiencia operativa, garantizar estándares adecuados de calidad en la pres-
tación de servicios, todo en virtud de la participación privada y la libertad comercial 
basada en un modelo de mercado, y no de Estado.

Aunque Venezuela se ha mantenido al margen de los beneficios de estos esque-
mas colaborativos con alta participación privada, distintos países han implementado 
con éxito estas colaboraciones. Un caso ilustrativo es el de Países Bajos, donde se ha 
logrado consolidar un modelo en el que la Administración asuma un rol subsidiario, 
adoptando el principio rector de el mercado, a menos que…, lo que implica que la 
iniciativa privada en la provisión de servicios públicos es preferible siempre que dicha 
participación aporte un valor agregado técnico y económico superior44.

De esta manera, la Administración neerlandesa parte de la premisa de dejar hacer 
al mercado, salvo en aquellos casos en que el sector privado no pueda o no quiera pro-
veer un servicio con la calidad requerida; sólo entonces interviniente el Estado.

Como resultado, el modelo de colaboración público-privada en los Países Bajos 
se ha consolidado y profesionalizado a lo largo de las últimas décadas. Esta conso-
lidación ha significado un activo intercambio de conocimientos especializados, y un 
incremento del desempeño operativo en virtud de la puntualidad de la ejecución de 
proyectos (sin los retrasos crónicos que solían afectar la obra pública tradicional), la 
calidad superior de las infraestructuras construidas y su adecuado mantenimiento a lo 
largo del tiempo, así como la prestación de servicios con estándares por encima de lo 
exigido originalmente. En vista de los resultados, la Administración Pública neerlan-
desa ha expresado satisfacción con la adopción de estos esquemas colaborativos, reco-
nociendo su eficacia y su aporte a soluciones sostenibles orientadas al interés general. 
Este caso ilustrativo demuestra que, bajo las condiciones contractuales apropiadas, el 
sector privado puede tener un rol que mejore la eficiencia y calidad de los servicios.

44	 Anne-Marie Reynaers, 7 de octubre de 2021, “Consorcios público-privados en los Países Bajos: un matrimonio durade-
ro”. ITGesPub (blog). https://itgespub.net/en/consorcios-publico-privados-en-los-paises-bajos-un-matrimonio-duradero/
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Con base en todo lo anteriormente expuesto, reiteramos nuevamente que el con-
sorcio representa un mecanismo idóneo para iniciar de forma paulatina un proceso de 
transición de privatización en la gestión de los servicios públicos en Venezuela; si los 
sistemas de colaboración mixta han constituido resultados exitosos, el manejo privado 
con los incentivos correctos puede ser el garante apropiado de un servicio eléctrico de 
calidad, manteniendo al Estado únicamente como un subsidiario, que participe solo 
cuando sea estrictamente necesario.

El presente trabajo no pretende ofrecer una fórmula perfecta, sino evaluar el 
monopolio que históricamente ha desembocado en una erosión del sector eléctrico na-
cional, y la necesidad de introducir la iniciativa privada como una solución que permita 
una debida distribución de riesgos, una competencia controlada y un marco institucio-
nal más óptimo y transparente. Así como ciertos autores abogan por una visión mixta y 
reconocen el beneficio de una participación parcial, otros, desde un análisis económico 
del derecho, promueven una privatización inmediata. El fin ulterior es comprender las 
ventajas de lo privado sobre lo público, que en el contexto venezolano, ha demostrado 
fallar, incluso si es necesario atravesar por un proceso de transición, siempre contando 
con la implementación del consorcio como alternativa viable y eficiente.

CONCLUSIONES

En definitiva, el presente trabajo de investigación ha examinado de manera inte-
gral el marco vigente de los servicios públicos en Venezuela, con especial énfasis en el 
sector eléctrico venezolano. A partir de un análisis jurídico, histórico y constitucional, 
se evidencia que la excesiva centralización de la gestión energética, instaurada progre-
sivamente desde 1999 con la CRBV y consolidada con la creación de CORPOELEC 
y la promulgación de la LOSSE, ha limitado la eficiencia, la transparencia y la soste-
nibilidad del sistema. Este modelo, sustentado en la reserva absoluta de la actividad al 
Estado, ha derivado en una estructura rígida y burocrática que, lejos de garantizar la 
universalidad del servicio, ha agudizado la crisis eléctrica nacional.

La investigación permitió constatar que la concentración del poder en un único 
operador estatal no solo afecta la operatividad del sistema, sino que vulnera princi-
pios constitucionales como la libre competencia y libertad comercial, restringiendo la 
posibilidad de incorporar mecanismos de cooperación para la prestación de servicios. 
Esta dinámica configura una transgresión constitucional progresiva, al menoscabar la 
libertad económica. En virtud de lo anterior, se planteó la necesidad de reevaluar las 
modalidades monopolísticas adoptadas por el marco jurídico-gubernamental venezola-
no, con el objetivo de identificar vías para reestructurar el detrimento de la prestación 
de los servicios públicos, sin incurrir en una ampliación de la carga burocrática. En este 
sentido, se aboga por la inclusión de participación privada como expresión legítima de 
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la libertad individual, no como renuncia a la soberanía estatal, sino como una estrategia 
para recuperar la necesaria subsidiariedad y fomentar la eficiencia, la inversión y la 
innovación dentro de un esquema de control público.

 Desde esta perspectiva, y tras un análisis comparado de eficiencia y adaptabi-
lidad de distintos modelos de asociación privada, se propone considerar la aplicación 
de un modelo consorcial. Este esquema se presenta como una alternativa viable de 
transición hacia una gestión más flexible y descentralizada, en la que la participación 
de actores privados con fines lucrativos permita generar los incentivos adecuados para 
garantizar la calidad del servicio eléctrico nacional. Reiteramos que, si bien este trabajo 
cuestiona el enfoque exclusivamente público en la prestación de servicios, reconoce 
que existen excepciones que han demostrado eficiencia y sostenibilidad. No obstante, 
reafirma a su vez que el caso venezolano, dadas sus particularidades político-institu-
cionales, se encuentra alejado de dichas experiencias exitosas. Por ello, se realizó un 
análisis exhaustivo del contexto histórico nacional y de los efectos adversos derivados 
de una esfera pública escasamente incentivada para una prestación adecuada.

 Un modelo equiparable al principio neerlandés de el mercado, a menos que…, 
permite la adopción de un esquema de subsidiariedad que admite a su vez una pres-
tación de servicios de calidad, un marco jurídico-institucional sostenible a mediano y 
largo plazo, y el respeto irrestricto de los derechos sociales de la ciudadanía.

En síntesis, los hallazgos de esta investigación demuestran que el rescate del 
servicio eléctrico venezolano exige una revisión profunda del modelo centralizado vi-
gente. El Estado debe asumir un rol regulador y coordinador, pero abstencionista y 
no intervencionista, mientras que el sector privado debe participar activamente como 
motor de innovación y eficiencia. La incorporación de mecanismos de colaboración 
público-privada que garanticen una gestión sostenible, transparente y eficaz, permitiría 
avanzar hacia un esquema de descentralización, fortalecimiento institucional y libre 
iniciativa privada, orientado a la construcción de un sistema eléctrico moderno, com-
petitivo y eficiente.

RECOMENDACIONES FINALES

En primer lugar, consideramos necesaria una revisión institucional y doctrinal 
integral en materia de servicios públicos, mediando por una posición no invasiva, 
en la cual se entienda al servicio público no como una actividad exclusiva de la Ad-
ministración Pública, sino como una actividad para los ciudadanos. De esta manera, 
una vez se integren los deseados mecanismos privados, bien sea mediante la promul-
gación de nuevas políticas públicas o reformas, estos puedan alinearse a una visión 
más inclinada al interés general ciudadano y no al estatal; esto nos lleva a la segunda 
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recomendación, la cual insta a la adopción de modelos cooperativos y subsidiarios 
que permitan la participación privada con incentivos claros y garantes de servicios de 
altos estándares de calidad. Iniciar un proceso paulatino de privatización y despojo 
de la intervención, permite el cumplimiento de principios constitucionales como la 
libertad comercial, e incentivaría a su vez a otras formas de asociación privada, como 
las sociedades mercantiles, accidentales, entre otras, a tomar un rol más protagónico 
en el mercado venezolano.
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